
pág. 1 
 

 

 

 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

LA DEMOCRACIA EN LA ERA DE LA 

POSVERDAD: DESAFÍOS Y OPORTUNIDADES 

PRIMER SEMESTRE 

BOLETÍN DE CARÁCTER TEÓRICO 



pág. 2 
 

La democracia en la era de la posverdad: desafíos y 
oportunidades 

Introducción 

La democracia no depende únicamente de la celebración periódica de elecciones, de la 
existencia de instituciones representativas o del reconocimiento formal de derechos 
políticos. Su funcionamiento cotidiano requiere también un espacio público en el que las 
personas puedan conocer hechos relevantes, contrastar interpretaciones, expresar 
desacuerdos y tomar decisiones con un grado razonable de libertad y conocimiento. 
Ninguna sociedad democrática exige que toda la ciudadanía piense igual ni que exista una 
única interpretación sobre los problemas colectivos. Por el contrario, la pluralidad de 
opiniones es una de sus características esenciales. Sin embargo, esa pluralidad necesita 
un terreno común compuesto por datos comprobables, procedimientos confiables y reglas 
que permitan distinguir entre una afirmación sustentada, una opinión legítima, un error 
involuntario y una estrategia deliberada de engaño. Cuando ese terreno se debilita, la 
discusión pública puede convertirse en una competencia de narrativas incompatibles en la 
que cada grupo reconoce únicamente los hechos que confirman su identidad, sus temores 
o sus expectativas. 

La expresión “posverdad” se utiliza para describir un entorno en el que los hechos objetivos 
pierden influencia frente a las emociones, las creencias personales y las identificaciones 
colectivas. Esto no significa que la verdad haya dejado de existir ni que las sociedades 
anteriores estuvieran libres de mentiras, propaganda o manipulación. A lo largo de la 
historia, actores políticos, económicos, religiosos y sociales han intentado controlar la 
información, ocultar errores, exagerar logros o desacreditar a sus adversarios. La 
particularidad de la época contemporánea radica en la velocidad, el alcance y la 
personalización con que los contenidos pueden producirse y circular. Una afirmación falsa 
puede difundirse en pocos minutos entre millones de personas, adaptarse a diversos 
públicos, combinar imágenes auténticas con datos engañosos y reaparecer incluso 
después de haber sido desmentida. La posverdad es, por tanto, una condición cultural, 
tecnológica y política que modifica la manera en que se construye la credibilidad. 

La expansión de internet y de las plataformas digitales transformó profundamente la 
comunicación democrática. Durante buena parte del siglo XX, la circulación masiva de 
noticias dependía principalmente de periódicos, estaciones de radio, canales de televisión 
y agencias informativas. Estos medios podían cometer errores, responder a intereses 
particulares o reproducir visiones limitadas, pero contaban con estructuras editoriales 
identificables y asumían, al menos formalmente, responsabilidades sobre lo publicado. En 
el entorno digital, cualquier persona puede convertirse en productora, comentarista y 
distribuidora de contenidos. Esta apertura ha permitido visibilizar problemas ignorados, 
documentar abusos, conectar comunidades y ampliar la participación ciudadana. Al mismo 
tiempo, ha reducido algunas barreras que anteriormente dificultaban la difusión de rumores, 
montajes, teorías conspirativas, campañas de hostigamiento y mensajes diseñados para 
provocar indignación. La democratización de la palabra no garantiza por sí sola la 
democratización del conocimiento. 

En México, la relevancia de este fenómeno se relaciona con la rápida incorporación de la 
población al entorno digital. La Encuesta Nacional sobre Disponibilidad y Uso de 
Tecnologías de la Información en los Hogares reportó que, durante 2025, el 86.1 por ciento 
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de la población de seis años y más utilizó internet. También señaló que el 78.3 por ciento 
de los hogares tenía conexión, aunque persistían diferencias económicas, territoriales y 
educativas en el acceso y aprovechamiento de las tecnologías. Estos datos muestran que 
el espacio digital ya no constituye una esfera separada de la vida pública, sino uno de los 
principales escenarios donde las personas se informan, conversan, estudian, trabajan, 
realizan trámites y forman opiniones sobre asuntos colectivos. La calidad de la democracia 
mexicana depende, en consecuencia, de la calidad del entorno informativo que acompaña 
esa creciente conectividad. (INEGI) 

El crecimiento del acceso a internet tampoco significa que todas las personas posean las 
mismas capacidades para interpretar información. Saber utilizar un teléfono, abrir una 
cuenta en una red social o enviar mensajes no equivale a comprender cómo funcionan los 
algoritmos, cómo se financian los contenidos, de qué manera se manipula una imagen o 
qué criterios permiten evaluar una fuente. La brecha digital ya no puede medirse solamente 
a partir de quién tiene conexión y quién carece de ella. También existe una brecha de 
habilidades, tiempo, educación, seguridad y autonomía. Dos personas pueden acceder a la 
misma plataforma y, sin embargo, disponer de herramientas muy distintas para reconocer 
publicidad encubierta, verificar una estadística, identificar una cuenta automatizada o 
comprender por qué determinado contenido aparece repetidamente en su pantalla. La 
posverdad se fortalece cuando la conectividad aumenta más rápido que la formación crítica 
necesaria para habitar responsablemente el ecosistema digital. 

Este boletín propone analizar la posverdad como un desafío complejo que no puede 
atribuirse exclusivamente a las redes sociales, a la falta de educación de la ciudadanía o a 
la conducta de determinados actores. El problema surge de la interacción entre factores 
psicológicos, incentivos económicos, transformaciones tecnológicas, desigualdades 
sociales, debilidades institucionales y conflictos políticos. Las personas no comparten 
información falsa únicamente porque sean ingenuas o carezcan de inteligencia. En 
ocasiones lo hacen porque el mensaje confirma una creencia previa, expresa una emoción 
colectiva, fortalece la pertenencia a un grupo o parece provenir de alguien cercano. De 
manera semejante, las plataformas no amplifican contenidos controvertidos 
necesariamente porque adopten una postura ideológica determinada, sino porque sus 
modelos de negocio suelen premiar la atención, la interacción y la permanencia de los 
usuarios. Comprender estas conexiones permite evitar explicaciones simplistas y diseñar 
respuestas más democráticas. 

El combate a la desinformación plantea, además, una tensión fundamental. Las 
democracias necesitan proteger la libertad de expresión, incluso cuando las opiniones 
expresadas sean incómodas, exageradas, equivocadas o impopulares. Otorgar a una 
autoridad pública o privada la facultad ilimitada de decidir qué puede decirse representa un 
riesgo evidente de censura, persecución y abuso. Sin embargo, la libertad de expresión 
tampoco obliga a ignorar campañas coordinadas de manipulación, suplantación de 
identidad, fabricación de pruebas o difusión deliberada de contenidos dañinos. El desafío 
consiste en fortalecer la integridad de la información sin establecer una verdad oficial, 
proteger el debate abierto sin normalizar el engaño y exigir responsabilidades a las 
plataformas sin convertirlas en árbitros absolutos del pensamiento. La respuesta 
democrática debe ser proporcional, transparente, revisable y respetuosa de los derechos 
humanos. 

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2026/endutih/ENDUTIH_25_RR.pdf?utm_source=chatgpt.com
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La posverdad también puede entenderse como un síntoma de problemas anteriores a la 
revolución digital. La desconfianza hacia las instituciones, la desigualdad, la corrupción, la 
impunidad, la concentración de medios, la falta de transparencia y la distancia entre 
autoridades y ciudadanía crean condiciones favorables para que prosperen explicaciones 
falsas o conspirativas. Cuando las instituciones informan tarde, utilizan lenguaje 
incomprensible o se contradicen, dejan vacíos que otros actores llenan con versiones más 
sencillas y emocionalmente atractivas. Cuando un medio de comunicación no distingue 
claramente entre información y opinión, o cuando una figura pública modifica sus 
afirmaciones sin reconocerlo, contribuye al deterioro de la credibilidad. La posverdad no 
nace exclusivamente de contenidos falsos; también se alimenta de experiencias reales de 
abandono, engaño o falta de rendición de cuentas. 

No obstante, la era digital ofrece oportunidades importantes para fortalecer la democracia. 
Las mismas tecnologías que facilitan la manipulación permiten acceder a documentos 
públicos, comparar declaraciones, consultar bases de datos, transmitir acontecimientos en 
tiempo real y organizar proyectos colaborativos de verificación. Las comunidades pueden 
desarrollar medios locales, las instituciones pueden explicar sus decisiones directamente y 
la ciudadanía puede participar en procesos de consulta sin depender de intermediarios 
tradicionales. La inteligencia artificial, aunque introduce riesgos asociados con la 
producción de contenidos sintéticos, también puede utilizarse para detectar patrones de 
manipulación, traducir información pública, facilitar la accesibilidad y apoyar investigaciones 
periodísticas. El problema no es la tecnología en sí misma, sino la manera en que se diseña, 
gobierna, financia y utiliza. 

Estudiar la democracia en la era de la posverdad exige abandonar dos extremos. El primero 
consiste en imaginar que la sociedad se encuentra indefensa frente a algoritmos 
omnipotentes capaces de determinar automáticamente las decisiones políticas. El segundo 
supone que la desinformación carece de consecuencias porque las personas siempre 
pueden identificarla o porque las mentiras han existido desde tiempos antiguos. Entre 
ambas posturas existe un campo amplio de investigación y acción. Los contenidos 
engañosos no controlan de manera mecánica a toda la ciudadanía, pero pueden aumentar 
la confusión, profundizar divisiones, debilitar la confianza, alterar prioridades y dificultar la 
deliberación. Reconocer estos efectos sin exagerarlos es indispensable para formular 
políticas equilibradas y construir una cultura democrática capaz de responder a la 
incertidumbre. 

Democracia, verdad y vida pública 

La relación entre verdad y democracia es más profunda de lo que suele reconocerse. Una 
democracia no determina por votación si ocurrió un hecho, si una persona firmó un 
documento, si una obra fue concluida o si un presupuesto fue ejercido de determinada 
manera. Las decisiones políticas pueden estar abiertas a la discusión, pero los datos que 
permiten evaluarlas requieren métodos de comprobación. La ciudadanía puede discrepar 
sobre si una política pública fue justa, suficiente o conveniente; sin embargo, necesita 
conocer sus costos, resultados y procedimientos. Sin información verificable, la rendición 
de cuentas se vuelve imposible, pues las autoridades podrían presentar cualquier resultado 
como exitoso y sus críticos podrían rechazar cualquier evidencia que contradijera sus 
expectativas. La verdad factual no elimina la discusión democrática, sino que establece las 
condiciones mínimas para que esa discusión tenga sentido. 
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Hannah Arendt distinguió entre las verdades racionales, asociadas con demostraciones 
lógicas o científicas, y las verdades de hecho, vinculadas con acontecimientos que 
ocurrieron en el mundo común. Las primeras pueden defenderse mediante razonamientos; 
las segundas son particularmente vulnerables porque dependen de testimonios, archivos, 
documentos y memoria colectiva. Cuando una sociedad destruye o desacredita 
sistemáticamente esos registros, no sustituye una verdad por otra, sino que debilita la 
capacidad de distinguir entre realidad y ficción. Esta observación resulta especialmente 
importante en la época digital, donde la abundancia de información puede producir una 
forma paradójica de desorientación. No siempre se oculta un hecho eliminándolo; también 
puede ocultarse rodeándolo de versiones contradictorias, interpretaciones apresuradas y 
contenidos irrelevantes hasta que la ciudadanía se canse de intentar comprenderlo. 

La democracia reconoce que las personas interpretan la realidad desde experiencias, 
intereses y valores diferentes. Una trabajadora, un estudiante, una empresaria, una persona 
campesina o un habitante de una zona fronteriza pueden observar un mismo problema 
desde perspectivas legítimamente distintas. La pluralidad democrática implica que ninguna 
experiencia individual agota la comprensión de la sociedad. Sin embargo, la posverdad 
transforma esta pluralidad cuando sostiene que cada grupo posee sus propios hechos y 
que toda evidencia contraria es producto de una conspiración. El desacuerdo deja entonces 
de referirse a la interpretación de una realidad compartida y se convierte en una disputa 
entre mundos cerrados. La deliberación pierde eficacia porque ya no existe un lenguaje 
común para evaluar argumentos, reconocer errores o modificar posiciones. 

La noción de esfera pública desarrollada por Jürgen Habermas ayuda a comprender este 
problema. En términos generales, la esfera pública es el espacio donde los asuntos de 
interés común son discutidos por la ciudadanía y donde las decisiones del poder pueden 
ser sometidas a crítica. Este espacio no se limita a edificios, periódicos o parlamentos; 
incluye conversaciones familiares, asociaciones civiles, universidades, medios y, 
actualmente, plataformas digitales. Para que funcione democráticamente, necesita 
diversidad de participantes, acceso a información y posibilidad de responder a los 
argumentos de otras personas. Cuando la comunicación está dominada por la propaganda, 
el miedo, la desigualdad o la manipulación encubierta, el intercambio puede conservar la 
apariencia de debate sin cumplir su función deliberativa. 

El ideal de una discusión completamente racional nunca se ha realizado de manera plena. 
Las sociedades democráticas siempre han estado atravesadas por emociones, símbolos, 
identidades y relaciones de poder. Pretender que la ciudadanía debe actuar como un 
conjunto de especialistas neutrales sería desconocer la naturaleza humana y excluir a 
quienes no dominan lenguajes técnicos. Las emociones pueden desempeñar funciones 
democráticas positivas: la indignación puede movilizar contra una injusticia, la empatía 
puede ampliar la solidaridad y la esperanza puede sostener proyectos colectivos. El 
problema aparece cuando la emoción sustituye toda posibilidad de comprobación o cuando 
es manipulada para bloquear la reflexión. Una democracia madura no elimina las 
emociones, sino que las integra en procesos donde puedan ser acompañadas por 
información, diálogo y responsabilidad. 

La verdad democrática tampoco debe confundirse con la unanimidad. Los datos pueden 
ser incompletos, las investigaciones pueden cambiar y las instituciones pueden 
equivocarse. La ciencia misma avanza mediante revisión, crítica y corrección. Reconocer 
incertidumbre no debilita necesariamente la confianza; puede fortalecerla cuando se 
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comunica de forma honesta. En cambio, presentar como indiscutible una conclusión 
provisional facilita que cualquier error posterior sea utilizado para desacreditar todo el 
conocimiento disponible. La cultura de la posverdad aprovecha esta dificultad: exige 
certezas absolutas a las instituciones y, cuando estas no pueden ofrecerlas, presenta 
cualquier versión alternativa como igualmente válida. Frente a ello, la respuesta no consiste 
en ocultar las dudas, sino en explicar qué se sabe, cómo se sabe, qué permanece abierto 
y qué evidencia permitiría revisar una conclusión. 

El significado de la posverdad 

La posverdad no designa simplemente una época posterior a la verdad ni afirma que las 
personas hayan dejado de valorar completamente la realidad. Se refiere a una situación en 
la que la influencia social de los hechos disminuye frente a narrativas capaces de activar 
emociones y lealtades. Una afirmación puede ser aceptada no porque parezca demostrada, 
sino porque expresa lo que un grupo considera moralmente verdadero sobre sí mismo o 
sobre sus adversarios. En estos casos, corregir un dato específico puede resultar 
insuficiente, ya que el mensaje cumple una función identitaria. La persona no comparte 
únicamente información; declara su pertenencia, manifiesta inconformidad o confirma una 
visión general del mundo. Comprender esta dimensión es esencial para explicar por qué 
algunos desmentidos fracasan y por qué la confrontación directa puede reforzar la creencia 
que intenta corregir. 

El prefijo “pos” no significa que la verdad haya desaparecido, sino que ha perdido 
centralidad en ciertos procesos de formación de opinión. En el espacio público 
contemporáneo, la visibilidad de una afirmación puede depender más de su capacidad para 
generar reacciones que de su grado de precisión. Los contenidos sorprendentes, 
indignantes o aterradores poseen ventajas en ambientes donde cada mensaje compite por 
unos segundos de atención. Una explicación rigurosa suele necesitar contexto, matices y 
tiempo; una falsedad puede resumirse en una frase, una imagen o un video breve. La 
desigualdad entre ambas formas de comunicación es uno de los motores de la posverdad. 
No se trata únicamente de que la mentira viaje más rápido, sino de que está diseñada con 
frecuencia para adaptarse mejor a las condiciones de circulación digital. 

La posverdad se relaciona con la pérdida de confianza en las fuentes tradicionales de 
autoridad. Durante décadas, instituciones educativas, científicas, periodísticas y 
gubernamentales funcionaron como intermediarias del conocimiento público. Esa autoridad 
nunca fue perfecta ni completamente neutral, y en numerosos casos excluyó voces sociales 
o protegió intereses particulares. La crítica a esas instituciones fue necesaria para ampliar 
la democracia. Sin embargo, cuando toda autoridad fue necesaria para ampliar la 
democracia. Sin embargo, cuando toda autoridad es considerada automáticamente 
corrupta y toda experiencia individual se presenta como equivalente a una investigación 
sistemática, la crítica deja de corregir el conocimiento y comienza a disolverlo. El vacío 
resultante suele ser ocupado por figuras que construyen credibilidad mediante cercanía 
emocional, popularidad digital o seguridad retórica, aunque no cuenten con evidencia 
suficiente. 

Una característica de la posverdad es la inversión de la carga de la prueba. En un debate 
razonable, quien formula una afirmación extraordinaria debería ofrecer pruebas 
proporcionales. En los entornos desinformativos ocurre con frecuencia lo contrario: se 
publica una acusación sin sustento y se exige a la persona señalada demostrar de 
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inmediato que es falsa. Aunque posteriormente se presente una aclaración, la sospecha 
inicial puede permanecer. La repetición de preguntas insinuantes, imágenes fuera de 
contexto o frases como “solo estamos preguntando” permite difundir narrativas sin asumir 
completamente la responsabilidad de sostenerlas. Esta técnica es eficaz porque la mente 
humana puede recordar la asociación entre dos ideas aun cuando olvide que dicha 
asociación fue desmentida. 

Otro rasgo es el cinismo generalizado. La posverdad no siempre intenta que las personas 
crean una versión específica; en ocasiones busca que concluyan que nadie dice la verdad, 
que todas las instituciones mienten y que resulta inútil conocer los hechos. Esta estrategia 
puede ser más dañina que una mentira aislada porque reduce la disposición a participar, 
exigir cuentas o buscar información. Cuando la ciudadanía piensa que todas las fuentes 
son igualmente manipuladoras, puede elegir aquella que le resulte más entretenida o 
cercana, sin evaluar su confiabilidad. El objetivo deja de ser convencer y pasa a ser agotar. 
La saturación de versiones contradictorias produce apatía, y la apatía favorece a quienes 
prefieren actuar sin vigilancia pública. 

La posverdad también se manifiesta en la selección interesada de hechos verdaderos. Una 
narrativa engañosa no necesita inventar todos sus componentes. Puede utilizar datos 
reales, pero omitir su contexto, comparar periodos incompatibles, elegir casos 
excepcionales o presentar correlaciones como causas. Esta mezcla dificulta la verificación 
porque una parte del contenido puede comprobarse. Por ejemplo, una cifra auténtica puede 
emplearse para sostener una conclusión que no se desprende de ella. De ahí que la 
alfabetización informativa deba superar la simple pregunta de si un dato es verdadero. 
También debe examinar qué significa, de dónde proviene, qué universo representa, qué 
información falta y si la interpretación propuesta es razonable. 

Desinformación, información errónea y contenido dañino 

Para analizar el fenómeno con precisión conviene distinguir entre información errónea y 
desinformación. La información errónea es falsa o inexacta, pero puede ser compartida sin 
intención de engañar. Una persona recibe un mensaje, lo considera útil y lo reenvía a su 
familia sin verificarlo. La desinformación, en cambio, supone la producción o difusión 
deliberada de falsedades con la intención de obtener un beneficio, provocar daño o 
manipular una decisión. La diferencia se encuentra en la intención, aunque en la práctica 
puede resultar difícil demostrarla. Un mismo contenido puede comenzar como una 
estrategia deliberada y después circular entre miles de personas que sinceramente creen 
que es verdadero. Por eso, las respuestas deben atender tanto a los responsables 
originales como a las condiciones que permiten la propagación. 

También existe la llamada información maliciosa o malinformación, que utiliza datos 
auténticos para causar daño fuera de contexto o sin justificación de interés público. La 
publicación de información privada, la difusión selectiva de conversaciones o la exposición 
de datos personales pueden tener efectos graves aunque el material no haya sido 
falsificado. Esta categoría recuerda que la integridad informativa no se reduce a verificar si 
algo ocurrió. También debe considerar la privacidad, la proporcionalidad, la seguridad y el 
contexto. Una democracia necesita transparencia sobre el ejercicio del poder, pero no exige 
convertir la intimidad de cualquier persona en espectáculo ni justificar campañas de 
hostigamiento bajo la idea de que “todo es verdadero”. 
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El concepto de “noticias falsas” se popularizó para describir contenidos que imitan el 
formato periodístico sin cumplir estándares de investigación. Sin embargo, su uso 
indiscriminado presenta dificultades. Puede aplicarse a errores legítimos, sátiras, opiniones, 
información incompleta o noticias que simplemente resultan incómodas para una persona. 
Además, algunas figuras utilizan la expresión para desacreditar investigaciones verificadas. 
Por ello, es preferible hablar de desinformación, manipulación informativa, contenidos 
fabricados o afirmaciones engañosas, identificando con precisión el problema. El lenguaje 
importa porque una categoría demasiado amplia puede justificar medidas arbitrarias o 
convertir una discusión sobre evidencia en una disputa de etiquetas. 

El desorden informativo incluye múltiples técnicas. Entre ellas se encuentran la fabricación 
total de historias, la alteración de fotografías, el uso de videos correspondientes a otro lugar 
o fecha, la creación de cuentas que imitan medios reconocidos, la difusión de documentos 
falsificados, la edición engañosa de declaraciones y el empleo de titulares que no reflejan 
el contenido. Otras estrategias son menos visibles: coordinar publicaciones para simular 
apoyo espontáneo, utilizar perfiles automatizados, comprar interacciones, segmentar 
mensajes contradictorios para diferentes públicos o inundar una conversación con temas 
secundarios. Cada técnica requiere respuestas distintas. Un desmentido puede servir frente 
a un dato falso, pero no necesariamente frente a una red coordinada cuya finalidad es 
alterar artificialmente la percepción de popularidad. 

La sátira y el humor plantean desafíos adicionales. Las expresiones humorísticas pueden 
ser herramientas legítimas de crítica política, creatividad y resistencia. No deben 
confundirse automáticamente con desinformación. Sin embargo, una pieza satírica puede 
separarse de su contexto y ser interpretada como verdadera. También es posible presentar 
información falsa como “broma” después de que ha generado consecuencias. La solución 
no consiste en prohibir el humor, sino en promover señales contextuales claras, 
responsabilidad en la redistribución y capacidad crítica de las audiencias. La intención 
original de quien crea un contenido no controla completamente su recorrido, especialmente 
cuando las imágenes se descargan, editan y vuelven a publicar en espacios distintos. 

Las teorías conspirativas representan una forma particularmente resistente de 
desinformación. Suelen explicar acontecimientos complejos mediante la acción secreta de 
un grupo poderoso y atribuyen cualquier evidencia contraria a la eficacia de la propia 
conspiración. Esta estructura las vuelve difíciles de refutar: la ausencia de pruebas se 
interpreta como prueba del encubrimiento y las correcciones se presentan como parte del 
engaño. Las teorías conspirativas pueden ofrecer sentido, identidad y una explicación 
emocionalmente satisfactoria en momentos de incertidumbre. Combatirlas requiere más 
que ridiculizar a quienes las creen. Es necesario atender las condiciones de inseguridad, 
aislamiento y desconfianza que favorecen su aceptación, sin dejar de señalar con claridad 
las afirmaciones falsas y sus posibles daños. 

Emociones, sesgos y construcción de creencias 

La mente humana no procesa toda la información mediante un análisis lento y detallado. 
En la vida cotidiana utilizamos atajos mentales que permiten decidir rápidamente, reconocer 
patrones y responder a situaciones urgentes. Estos mecanismos son indispensables, pero 
también pueden producir errores. El sesgo de confirmación lleva a prestar mayor atención 
a la información compatible con nuestras creencias y a examinar con mayor severidad 
aquello que las contradice. Una noticia favorable al grupo con el que nos identificamos 
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puede parecernos creíble sin exigir pruebas, mientras que una información incómoda puede 
ser descartada por un detalle menor. La posverdad aprovecha esta asimetría al ofrecer 
contenidos diseñados para confirmar expectativas y reducir la motivación para verificar. 

El razonamiento motivado describe el proceso mediante el cual las personas utilizan su 
capacidad intelectual para defender una conclusión deseada. Una mayor educación no 
siempre elimina este comportamiento; en ocasiones proporciona herramientas más 
sofisticadas para justificar creencias previas. Esto explica por qué la desinformación no 
afecta únicamente a personas con baja escolaridad. Profesionistas, especialistas y 
personas altamente informadas también pueden aceptar afirmaciones débiles cuando están 
conectadas con su identidad, intereses o valores. La alfabetización informativa debe incluir, 
por ello, una dimensión de autocrítica: no basta con detectar los sesgos ajenos, sino que 
es necesario reconocer la posibilidad de equivocarse y aplicar criterios semejantes a los 
contenidos que nos agradan y a los que nos incomodan. 

La repetición produce familiaridad y la familiaridad puede confundirse con verdad. Una 
afirmación escuchada varias veces resulta más fácil de procesar, y esa facilidad puede 
generar una sensación de credibilidad. En el entorno digital, el mismo mensaje puede 
aparecer en diversas cuentas, grupos y formatos, creando la impresión de que múltiples 
fuentes independientes lo confirman. Sin embargo, todas podrían estar repitiendo una 
publicación original. La verificación requiere rastrear el origen, no contar cuántas veces se 
repite. Este principio resulta especialmente importante durante crisis, cuando la urgencia 
favorece la circulación de mensajes sin fuente y la repetición puede convertir un rumor en 
una supuesta certeza colectiva. 

La indignación es una emoción central en la economía digital de la atención. Los contenidos 
que provocan enojo pueden impulsar comentarios, reacciones y compartidos, aumentando 
su visibilidad. Una investigación publicada en Science encontró que la desinformación 
puede aprovechar la indignación para extenderse en línea, lo que confirma la importancia 
de analizar no solo la veracidad de los mensajes, sino también los incentivos emocionales 
que impulsan su circulación. Esto no significa que toda indignación sea manipulada ni que 
las denuncias deban recibirse con indiferencia.  

El miedo cumple una función semejante. Los mensajes que anuncian peligros inmediatos, 
amenazas contra la familia o pérdida de derechos pueden activar respuestas rápidas y 
reducir la evaluación crítica. En comunidades de mensajería privada, estos contenidos 
suelen presentarse como advertencias solidarias: “compártelo antes de que lo eliminen”, 
“avisa a todos tus contactos” o “los medios no quieren que lo sepas”. Tales frases generan 
urgencia, exclusividad y desconfianza hacia cualquier verificación externa. Una estrategia 
de educación digital útil consiste en enseñar que la urgencia emocional es precisamente 
una razón para detenerse. Cuanto más grave sea una afirmación, mayor debería ser la 
exigencia de pruebas antes de difundirla. 

La pertenencia también influye en la conducta informativa. Compartir una publicación puede 
ser una forma de mantener vínculos, demostrar lealtad o participar en una comunidad. 
Negarse a reenviar un mensaje puede interpretarse como falta de solidaridad, 
especialmente en grupos familiares o sociales. Por esa razón, la corrección agresiva puede 
dañar relaciones y reducir la posibilidad de aprendizaje. Es más efectivo preguntar por la 
fuente, ofrecer información alternativa y reconocer la preocupación que motivó el mensaje. 
La comunicación democrática no consiste únicamente en ganar discusiones, sino en 
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preservar vínculos que permitan revisar creencias sin humillación. Una sociedad capaz de 
corregirse necesita condiciones emocionales para admitir errores. 

Plataformas digitales y economía de la atención 

Las plataformas digitales no son espacios neutrales que simplemente muestran todo lo que 
las personas publican. Debido a la enorme cantidad de contenidos disponibles, utilizan 
sistemas de recomendación para seleccionar qué aparece, en qué orden y con qué 
frecuencia. Estos sistemas consideran señales como interacciones anteriores, tiempo de 
visualización, relaciones sociales y popularidad. La selección puede facilitar que cada 
persona encuentre información relevante, pero también crea incentivos para producir 
mensajes capaces de retener la atención. El contenido más visible no es necesariamente 
el más verdadero, útil o representativo; puede ser el que genera más actividad medible. 

El modelo económico de muchas plataformas se basa en publicidad y recopilación de datos. 
Cuanto más tiempo permanece una persona conectada, mayor es la posibilidad de 
mostrarle anuncios y conocer sus preferencias. En este contexto, la atención se convierte 
en un recurso comercial. Los contenidos conflictivos, sorprendentes o emocionalmente 
intensos pueden resultar rentables porque provocan reacciones. No es necesario que una 
plataforma adopte conscientemente una agenda de desinformación para que su diseño 
favorezca mensajes polarizantes. Basta con que optimice la participación sin incorporar de 
manera suficiente criterios de calidad, seguridad e interés público. 

Los algoritmos también personalizan el entorno informativo. Dos personas que buscan el 
mismo tema pueden recibir resultados distintos de acuerdo con su historial. Esta 
personalización tiene ventajas, pero dificulta conocer qué información reciben otros grupos. 
En una plaza pública tradicional, los mensajes podían ser observados y cuestionados por 
diferentes sectores. En la publicidad microsegmentada, una organización puede enviar 
afirmaciones distintas o contradictorias a públicos específicos sin someterlas al escrutinio 
general. La falta de transparencia impide que periodistas, autoridades y ciudadanía evalúen 
la totalidad de una campaña comunicativa. Una oportunidad democrática consiste en 
establecer archivos públicos de publicidad, información sobre patrocinadores y criterios 
claros de segmentación. 

La idea de “burbuja de filtros” describe el riesgo de que la personalización encierre a las 
personas en contenidos similares a sus preferencias. La evidencia empírica muestra que 
las experiencias digitales son más complejas y que muchos usuarios encuentran 
perspectivas diversas. Sin embargo, la posibilidad de elegir fuentes, bloquear interlocutores 
y participar en comunidades homogéneas puede reducir la exposición a desacuerdos 
razonados. El problema no es que todas las personas vivan en burbujas completamente 
cerradas, sino que la interacción con opiniones distintas ocurre a menudo mediante 
contenidos extremos o caricaturizados. La plataforma puede mostrar al adversario, pero 
presentarlo en su versión más ofensiva porque esa representación genera más 
participación. 

Las métricas visibles transforman la percepción de autoridad. Un contenido con miles de 
reacciones puede parecer más verdadero o importante, aunque la popularidad haya sido 
comprada, coordinada o producida por cuentas automatizadas. Los números ofrecen una 
apariencia de objetividad que oculta cómo fueron generados. Además, la búsqueda de 
reconocimiento puede motivar a usuarios comunes a publicar afirmaciones exageradas. La 
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posverdad no depende únicamente de grandes campañas organizadas; también puede 
surgir de millones de decisiones individuales orientadas por recompensas simbólicas. 
Diseñar plataformas más democráticas implica revisar qué conductas premian y qué 
información ofrecen sobre la autenticidad de las interacciones. 

La moderación de contenidos es inevitable en cualquier plataforma. Incluso los espacios 
que se presentan como absolutamente libres establecen reglas contra ciertos materiales, 
como fraude, amenazas o explotación. La pregunta no es si debe existir moderación, sino 
quién establece las normas, cómo se aplican y qué recursos poseen las personas 
afectadas. Las decisiones automatizadas pueden cometer errores, y las políticas ambiguas 
pueden aplicarse de forma desigual. Por ello, la gobernanza democrática de plataformas 
requiere transparencia, mecanismos de apelación, auditorías independientes y protección 
especial para contenidos periodísticos, educativos, artísticos o de interés público. 

Polarización y fragmentación del espacio común 

La polarización no consiste simplemente en que existan opiniones diferentes. Una 
democracia necesita conflicto político porque las sociedades enfrentan intereses, valores y 
proyectos incompatibles. El problema surge cuando la identidad de grupo organiza toda la 
percepción de la realidad y convierte a quienes piensan distinto en enemigos moralmente 
inferiores. Esta polarización afectiva hace que las personas no solo rechacen ideas, sino 
que desconfíen de las intenciones, la inteligencia y la humanidad del otro. En ese ambiente, 
la desinformación funciona como una herramienta de confirmación: cualquier historia 
negativa sobre el grupo adversario parece plausible, mientras que cualquier dato favorable 
es interpretado como propaganda. 

La polarización puede crear una demanda de desinformación. Con frecuencia se piensa 
que los contenidos falsos son impuestos desde arriba a una audiencia pasiva. Sin embargo, 
también existen comunidades dispuestas a producir, compartir y recompensar narrativas 
que satisfacen sus expectativas. Los creadores de contenido observan qué mensajes 
generan mayor respuesta y adaptan sus publicaciones. Se forma así un circuito entre oferta 
y demanda: la audiencia busca confirmación, el productor ofrece versiones cada vez más 
intensas y la plataforma amplifica aquello que mantiene la interacción. Romper este circuito 
requiere transformar tanto los incentivos del sistema como los hábitos ciudadanos. 

El lenguaje absolutista contribuye a esta dinámica. Cuando todos los asuntos se presentan 
como batallas definitivas entre el bien y el mal, cualquier concesión parece traición y 
cualquier corrección se interpreta como debilidad. La discusión pública pierde matices, 
aunque los problemas reales casi siempre involucren combinaciones de aciertos, errores, 
límites y consecuencias no previstas. La cultura democrática debe recuperar la posibilidad 
de decir “no sé”, “me equivoqué”, “la evidencia es incompleta” o “el argumento contrario 
tiene un punto válido”. Estas expresiones no deberían considerarse señales de incapacidad, 
sino prácticas de honestidad intelectual. 

La fragmentación también afecta la agenda pública. Los algoritmos permiten que diferentes 
grupos vivan pendientes de problemas completamente distintos. Mientras una comunidad 
discute un tema durante semanas, otra puede desconocerlo o recibir una versión 
incompatible. La democracia representativa necesita priorizar asuntos y distribuir recursos, 
pero esa tarea resulta más difícil cuando no existe acuerdo ni siquiera sobre cuáles son los 
problemas relevantes. La diversidad temática es positiva, especialmente porque permite 
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visibilizar experiencias históricamente ignoradas. El riesgo aparece cuando la 
fragmentación impide construir diagnósticos compartidos o reconocer la legitimidad de 
preocupaciones ajenas. 

Los medios locales pueden desempeñar una función importante frente a esta 
fragmentación. En una comunidad rural de Chihuahua, en una colonia urbana de Coahuila 
o en una región indígena del sur del país, la información nacional no siempre responde a 
las necesidades inmediatas. Los medios comunitarios conocen actores, contextos y 
problemas que las plataformas globales no pueden comprender. Cuando estos medios son 
independientes, profesionales y sostenibles, fortalecen la conversación democrática desde 
la proximidad. Sin embargo, enfrentan dificultades económicas, riesgos de seguridad y 
competencia con contenidos gratuitos. Apoyar el periodismo local sin controlar su línea 
editorial constituye una política de integridad informativa y cohesión democrática. 

Confianza institucional y credibilidad pública 

La confianza es una relación que permite actuar sin verificar personalmente cada 
procedimiento. Ninguna persona puede revisar por sí misma todas las estadísticas, 
experimentos, expedientes y decisiones que afectan su vida. Las sociedades modernas 
dependen de redes de confianza entre ciudadanía, instituciones, especialistas y medios. 
Esa confianza no debe ser ciega; necesita mecanismos de transparencia, control y 
corrección. Cuando funciona, reduce la complejidad y facilita la cooperación. Cuando se 
rompe, cada afirmación pública puede convertirse en objeto de sospecha y las decisiones 
colectivas se vuelven más costosas. 

La desconfianza puede ser racional. Las instituciones que han ocultado información, 
tolerado corrupción, discriminado a determinados grupos o incumplido promesas no pueden 
exigir credibilidad automática. Presentar toda crítica como resultado de desinformación 
sería una forma de evadir responsabilidades. La recuperación de confianza comienza por 
reconocer errores, publicar evidencia y permitir supervisión independiente. Una autoridad 
que responde a un rumor únicamente con descalificaciones puede fortalecerlo. En cambio, 
una explicación detallada, accesible y acompañada de documentos ofrece elementos para 
que terceros evalúen el caso. 

La transparencia no equivale a publicar cantidades inmensas de documentos sin orden. La 
sobrecarga informativa puede ocultar tanto como el secreto. Una institución puede cumplir 
formalmente con obligaciones de transparencia y, al mismo tiempo, dificultar que una 
persona comprenda qué ocurrió. La información democrática debe ser localizable, legible, 
comparable y oportuna. Los datos abiertos requieren descripciones, formatos reutilizables 
y mecanismos para corregir errores. La comunicación institucional debe explicar decisiones 
complejas sin reducirlas a consignas. Cuando las autoridades producen información clara 
desde el inicio, disminuyen el espacio disponible para interpretaciones falsas. 

La coherencia también es indispensable. Las instituciones pierden credibilidad cuando 
diferentes áreas ofrecen respuestas incompatibles, cuando actualizan cifras sin explicar el 
cambio o cuando utilizan criterios distintos para situaciones semejantes. En la era digital, 
las contradicciones quedan registradas y pueden circular durante años. Esto no significa 
que una institución nunca deba modificar una decisión. Corregir es una obligación, pero 
debe hacerse de manera transparente: señalar qué cambió, por qué cambió y cuáles son 



pág. 13 
 

las consecuencias. La corrección silenciosa puede interpretarse como ocultamiento; la 
explicación abierta puede convertirse en una demostración de responsabilidad. 

La confianza se construye antes de las crisis. Cuando ocurre una emergencia, las personas 
recurren a fuentes que ya conocen. Si una institución solo intenta comunicarse cuando 
necesita desmentir un rumor, probablemente llegará tarde. La presencia permanente, el 
diálogo con comunidades y la colaboración con medios locales crean redes de credibilidad 
que pueden activarse en momentos críticos. En municipios pequeños, por ejemplo, la 
información puede difundirse con mayor eficacia cuando participan escuelas, asociaciones 
civiles, centros de salud y organizaciones comunitarias. La integridad informativa no es 
únicamente una tarea de oficinas centrales; requiere vínculos territoriales. 

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos ha propuesto orientar las 
políticas hacia la integridad del ecosistema informativo, en lugar de concentrarse 
exclusivamente en eliminar contenidos individuales. Este enfoque incluye promover 
diversidad y transparencia de fuentes, fortalecer medios independientes, mejorar la 
comunicación pública, aumentar la responsabilidad de plataformas y desarrollar 
capacidades ciudadanas. Su importancia radica en que reconoce la naturaleza estructural 
del problema.  

Periodismo, verificación y derecho a la información 

El periodismo cumple una función democrática cuando investiga asuntos de interés público, 
contrasta fuentes, contextualiza datos y corrige errores. No se trata de una actividad infalible 
ni libre de intereses, pero sus métodos ofrecen una diferencia relevante frente a la 
publicación espontánea. Un contenido periodístico responsable permite conocer quién lo 
elaboró, qué fuentes utilizó y qué institución responde por él. La crisis económica de los 
medios ha debilitado estas condiciones. La reducción de redacciones, la presión por 
publicar rápidamente y la dependencia de métricas digitales pueden disminuir el tiempo 
disponible para investigar y verificar. 

La competencia con redes sociales ha impulsado formatos más breves y personalizados. 
Muchas personas ya no acceden a las noticias mediante la portada de un periódico o un 
noticiero completo, sino a través de fragmentos recomendados por plataformas, creadores 
de contenido o grupos de mensajería. El Digital News Report 2026 indica que México se 
encuentra entre los países hispanohablantes con mayor proporción de personas que se 
informan mediante creadores o influenciadores. Este cambio no implica que todos esos 
actores difundan contenidos deficientes; algunos realizan trabajos valiosos de explicación 
y acercan temas complejos a nuevas audiencias.  

La verificación de hechos se ha consolidado como una respuesta especializada. Los 
proyectos de fact-checking revisan declaraciones, imágenes y narrativas públicas mediante 
fuentes documentales. Su aporte es importante, pero enfrenta límites. La corrección suele 
circular menos que la falsedad original, llega después de que se formó una impresión y 
puede ser rechazada por motivos identitarios. Además, la verificación no reemplaza al 
periodismo de investigación: demostrar que una frase es inexacta no necesariamente 
explica el problema de fondo. Las mejores iniciativas combinan verificación puntual, 
contexto, educación y transparencia metodológica. 
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Para aumentar su eficacia, los desmentidos deben evitar repetir innecesariamente la 
falsedad, ofrecer una explicación alternativa y presentar evidencia clara. Una corrección 
que solo dice “esto es falso” deja un vacío narrativo. La ciudadanía necesita comprender 
qué ocurrió realmente y por qué la versión equivocada parecía creíble. También es útil 
anticipar posibles engaños mediante técnicas de prebunking o inoculación informativa. En 
lugar de esperar a que circule cada falsedad, se explican previamente las técnicas de 
manipulación: uso de cuentas falsas, imágenes fuera de contexto, encuestas sin 
metodología o titulares alarmistas. Al reconocer el patrón, las personas pueden resistir 
contenidos futuros. 

El derecho de rectificación y las políticas de corrección fortalecen la credibilidad cuando se 
aplican con criterios claros. Un medio responsable debe señalar los cambios relevantes, 
conservar un registro y explicar el error. Borrar silenciosamente una publicación puede 
impedir la rendición de cuentas. De igual forma, las figuras públicas deberían reconocer 
información equivocada sin presentar toda corrección como ataque. Una cultura que castiga 
severamente cualquier error incentiva a ocultarlo; una cultura que distingue entre 
equivocación, negligencia y engaño deliberado facilita el aprendizaje. 

La sostenibilidad económica del periodismo es un asunto democrático. La información de 
calidad tiene costos: reportear, analizar documentos, proteger fuentes y mantener 
corresponsalías requiere recursos. Cuando la publicidad migra hacia grandes plataformas 
y las audiencias esperan acceso gratuito, los medios pueden depender de patrocinadores, 
gobiernos o modelos basados en contenidos sensacionalistas. Las políticas públicas 
pueden apoyar el pluralismo mediante reglas transparentes de publicidad oficial, fondos 
competitivos, incentivos fiscales y protección a medios comunitarios, siempre evitando 
mecanismos que permitan premiar coberturas favorables o castigar críticas. 

Inteligencia artificial, contenidos sintéticos y crisis de autenticidad 

La inteligencia artificial generativa ha reducido de forma considerable el tiempo y los 
conocimientos necesarios para producir texto, imágenes, audio y video. Estas herramientas 
pueden apoyar la educación, la traducción, la investigación y la creatividad, pero también 
facilitan la fabricación de contenidos aparentemente auténticos. Un audio falso puede imitar 
la voz de una figura pública; una imagen puede representar un acontecimiento inexistente; 
un video puede alterar gestos y palabras. Los llamados deepfakes introducen una nueva 
dificultad porque la evidencia audiovisual, tradicionalmente asociada con la idea de “ver 
para creer”, ya no puede aceptarse sin análisis adicional. 

El riesgo más evidente es que una falsificación convincente sea creída. Sin embargo, existe 
otro peligro: que la existencia de deepfakes permita negar pruebas auténticas. Una persona 
expuesta por un audio o video real puede afirmar que fue generado artificialmente. Este 
fenómeno, conocido como dividendo del mentiroso, debilita el valor probatorio de los 
registros digitales. La sociedad puede pasar de creer demasiado en las imágenes a 
desconfiar de todas. La crisis de autenticidad no consiste únicamente en que no sepamos 
qué es falso, sino en que la duda permanente impida responsabilizar a quienes actúan de 
manera indebida. 

La respuesta técnica incluye sistemas de procedencia, marcas de agua, metadatos seguros 
y herramientas de detección. Estas soluciones pueden ayudar, pero ninguna es definitiva. 
Las marcas pueden eliminarse, los detectores pueden equivocarse y los estándares 
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requieren adopción generalizada. Por ello, la autenticidad debe construirse mediante una 
combinación de tecnología, instituciones y hábitos ciudadanos. Los medios pueden 
conservar archivos originales, las plataformas pueden etiquetar contenidos manipulados y 
las autoridades pueden establecer canales rápidos de verificación. La ciudadanía, por su 
parte, debe aprender que una apariencia realista no constituye evidencia suficiente. 

La regulación comienza a incorporar obligaciones de transparencia. En la Unión Europea, 
el artículo 50 de la Ley de Inteligencia Artificial establece requisitos relacionados con la 
identificación de interacciones automatizadas, el marcado de contenidos generados por 
inteligencia artificial y el etiquetado de deepfakes y determinados textos sobre asuntos de 
interés público. Estas obligaciones entran en aplicación el 2 de agosto de 2026 y buscan 
reducir riesgos de engaño sin prohibir el uso legítimo de herramientas generativas.  

La inteligencia artificial también puede utilizarse para fortalecer la información. Permite 
analizar grandes bases de datos, identificar redes de cuentas coordinadas, transcribir 
archivos, comparar discursos y facilitar el acceso a documentos. Los medios pequeños 
podrían aprovecharla para realizar tareas que antes requerían equipos numerosos. Las 
instituciones pueden generar versiones accesibles de información pública y traducir 
contenidos a lenguas indígenas, siempre con revisión humana. El principio fundamental es 
que la automatización debe complementar el juicio profesional, no sustituirlo en decisiones 
que afectan derechos o reputaciones. 

La transparencia sobre el uso de inteligencia artificial será una práctica democrática básica. 
Una persona tiene derecho a saber si conversa con un sistema automatizado, si una imagen 
fue modificada o si un texto informativo fue producido sin supervisión editorial. Las etiquetas 
deben ser claras, accesibles y comprensibles; un aviso escondido en términos y 
condiciones no cumple una función real. Al mismo tiempo, el etiquetado no debe utilizarse 
para desacreditar todo contenido asistido por tecnología, pues la inteligencia artificial puede 
formar parte de procesos legítimos de edición, traducción o accesibilidad. Lo relevante es 
conocer el grado de intervención y la responsabilidad humana sobre el resultado. 

Procesos electorales y formación de la voluntad ciudadana 

Los procesos electorales son especialmente vulnerables a la desinformación porque 
combinan alta competencia, incertidumbre y decisiones sujetas a plazos irreversibles. Una 
falsedad difundida pocas horas antes de una votación puede producir efectos aun cuando 
sea desmentida posteriormente. Los mensajes pueden dirigirse contra candidaturas, 
autoridades electorales, procedimientos, grupos sociales o la propia idea de participar. No 
toda desinformación electoral busca modificar la preferencia entre opciones; algunas 
campañas pretenden generar confusión sobre lugares, fechas o requisitos, desalentar la 
participación o instalar la impresión de que cualquier resultado será fraudulento. 

La integridad electoral requiere información verificable sobre cada etapa: registro, 
campañas, ubicación de centros de votación, conteo, fiscalización, resolución de 
controversias y publicación de resultados. La complejidad técnica puede dificultar la 
comunicación. Cuando los procedimientos se explican únicamente mediante lenguaje 
jurídico, la ciudadanía queda expuesta a versiones simplificadas. Las instituciones 
electorales necesitan comunicar antes, durante y después de los comicios, utilizando 
formatos comprensibles y respondiendo con rapidez a rumores.  
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La publicidad política digital requiere reglas de transparencia. La ciudadanía debería 
conocer quién paga un anuncio, cuánto invierte, a qué públicos se dirige y durante cuánto 
tiempo circula. Los archivos públicos permiten detectar mensajes contradictorios y evaluar 
estrategias de segmentación. También es necesario identificar contenidos patrocinados por 
terceros, redes de páginas aparentemente independientes y creadores que reciben 
compensaciones. La libertad de expresión política es amplia, pero la promoción pagada no 
debe ocultarse como recomendación espontánea. 

El uso de datos personales para segmentar mensajes plantea interrogantes adicionales. 
Las preferencias, ubicación, hábitos y relaciones pueden emplearse para inferir 
vulnerabilidades o preocupaciones. La microsegmentación permite adaptar el discurso a 
cada grupo y dificulta el debate público común. Una promesa puede mostrarse a un sector 
y ocultarse a otro. Las reglas democráticas deberían limitar categorías sensibles, exigir 
consentimiento y garantizar auditoría. La protección de datos no es un asunto aislado de la 
democracia; determina la capacidad de las personas para formar opiniones sin 
manipulación invisible. 

La respuesta a la desinformación electoral debe ser apartidista y aplicar los mismos criterios 
a todas las opciones. Una autoridad que corrige selectivamente pierde legitimidad. Los 
mecanismos de verificación deben concentrarse en afirmaciones comprobables sobre 
procedimientos, documentos y hechos, evitando calificar opiniones o promesas políticas. 
También necesitan explicar su metodología, publicar fuentes y ofrecer vías de revisión. La 
confianza no se obtiene declarando neutralidad, sino mostrando procedimientos 
consistentes. 

La ciudadanía desempeña un papel decisivo. Antes de compartir una acusación electoral, 
conviene revisar su origen, fecha, evidencia y propósito. Las capturas de pantalla pueden 
modificarse; los videos breves pueden excluir partes relevantes; las encuestas requieren 
metodología. Las organizaciones civiles, universidades y medios pueden colaborar en 
redes de observación y educación.  

Libertad de expresión y riesgos de censura 

La preocupación por la desinformación puede conducir a respuestas autoritarias si no se 
establecen límites claros. Una definición legal demasiado amplia permite clasificar como 
falsa cualquier crítica, interpretación o dato incómodo. Las autoridades no deben poseer 
facultades ilimitadas para decidir la verdad sobre asuntos políticos. Incluso las instituciones 
democráticas pueden actuar con sesgos, cometer errores o proteger intereses. Por ello, las 
medidas restrictivas deben cumplir principios de legalidad, necesidad, proporcionalidad y 
revisión judicial. 

No toda falsedad debe ser sancionada. Las personas tienen derecho a equivocarse, 
exagerar, hacer sátira y expresar opiniones infundadas, salvo que se actualicen daños 
específicos reconocidos por la ley. Una democracia no puede exigir precisión absoluta en 
cada conversación. La respuesta más adecuada frente a numerosos contenidos es más 
información, debate y corrección, no castigo. Las sanciones deben reservarse para 
conductas claramente definidas, como fraude, amenazas, suplantación, violencia, 
manipulación documental o campañas que vulneren derechos concretos. 
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La moderación privada también puede afectar la libertad. Las grandes plataformas toman 
decisiones sobre visibilidad, suspensión de cuentas y eliminación de contenidos que 
influyen en el debate público. Aunque sean empresas, su escala les otorga funciones 
semejantes a infraestructuras sociales. La transparencia de reglas, la notificación de 
decisiones y el derecho de apelación son indispensables. Una persona no debería perder 
acceso a un espacio relevante sin conocer la razón ni contar con un mecanismo de revisión. 

La regulación europea de servicios digitales ofrece un ejemplo de enfoque centrado en 
riesgos sistémicos, transparencia publicitaria, acceso a datos y responsabilidad de grandes 
plataformas. No establece que todo contenido falso deba eliminarse, sino que exige evaluar 
y mitigar riesgos, explicar ciertos sistemas y ofrecer mayor control a las personas usuarias. 
También fortalece obligaciones de transparencia.  

Las políticas públicas deben diferenciar entre contenido ilegal, contenido dañino pero legal 
y discurso protegido. Confundir estas categorías puede generar censura preventiva. 
También es necesario considerar los efectos desiguales: periodistas, activistas, mujeres y 
grupos minoritarios pueden enfrentar denuncias coordinadas diseñadas para silenciarlos. 
Un sistema automatizado que responda únicamente al número de reportes puede 
convertirse en herramienta de hostigamiento. La moderación debe evaluar contexto y 
proteger la participación de voces vulnerables. 

La libertad de expresión y la integridad informativa no son valores opuestos. El acceso a 
información confiable permite ejercer la libertad con mayor autonomía. Una persona 
manipulada mediante suplantación o publicidad encubierta no está participando en 
condiciones plenamente libres. Al mismo tiempo, la imposición estatal de una versión 
incuestionable destruye la deliberación. El equilibrio democrático exige ampliar información, 
fortalecer transparencia y sancionar conductas específicas, manteniendo abierta la 
controversia sobre interpretaciones, valores y políticas. 

Alfabetización mediática e informacional 

La alfabetización mediática e informacional comprende las capacidades para acceder, 
analizar, evaluar, crear y compartir contenidos de manera crítica. No debe limitarse a una 
capacitación técnica ocasional ni a una lista de consejos. Implica comprender cómo se 
produce la información, qué intereses pueden intervenir, cómo funcionan las plataformas y 
cuáles son las responsabilidades éticas de quien publica.  

La educación debe comenzar desde edades tempranas y continuar durante toda la vida. 
Niñas y niños pueden aprender a distinguir publicidad, reconocer fuentes y pedir ayuda ante 
contenidos sospechosos. En secundaria y educación media pueden analizar estadísticas, 
imágenes y argumentos. Las universidades deben incorporar criterios de verificación en 
todas las disciplinas, no solo en comunicación. Las personas adultas y mayores también 
necesitan espacios accesibles de formación, especialmente porque las tecnologías 
cambian rápidamente. La alfabetización no debe presentarse de manera paternalista ni 
asumir que un grupo es naturalmente incapaz. 

Un ejercicio básico consiste en practicar la lectura lateral. En lugar de permanecer dentro 
de una página y evaluar únicamente su apariencia, la persona abre nuevas fuentes, 
investiga quién publica, busca cobertura independiente y rastrea la afirmación original. Un 
sitio puede tener diseño profesional y ser engañoso; otro puede ser visualmente sencillo y 
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contener información sólida. La credibilidad depende de métodos, transparencia y 
evidencia, no de la estética. 

También es necesario enseñar a interpretar números. Las estadísticas pueden manipularse 
mediante escalas, promedios, porcentajes sin denominador o comparaciones selectivas. 
Una variación porcentual grande puede corresponder a una cantidad pequeña. Una 
encuesta no representa automáticamente a toda la población. La ciudadanía no necesita 
convertirse en especialista, pero sí formular preguntas básicas: quién realizó el estudio, 
cuántas personas participaron, cómo fueron seleccionadas, cuándo se levantaron los datos 
y qué margen de error existe. 

La educación emocional forma parte de la alfabetización. Antes de compartir, conviene 
identificar qué sensación provoca el contenido. Si genera miedo, enojo o satisfacción 
inmediata, puede ser útil detenerse. Esta pausa no busca eliminar emociones, sino evitar 
que determinen automáticamente la conducta.  

La alfabetización también implica creación responsable. Toda persona conectada puede 
contribuir a la calidad del ecosistema. Citar fuentes, corregir errores, respetar privacidad y 
distinguir opinión de información son prácticas ciudadanas. Compartir contenido no es un 
acto neutral; amplía su alcance y puede afectar a otras personas. La responsabilidad debe 
ser proporcional: no se puede exigir a un usuario común el mismo estándar que a una 
institución, pero sí una disposición razonable a verificar afirmaciones graves. 

En México existen oportunidades para articular escuelas, universidades, medios, 
bibliotecas, autoridades electorales y organizaciones civiles. La conformación de redes de 
alfabetización mediática puede adaptar materiales a contextos regionales, lenguas y 
necesidades locales. En 2025, la UNESCO presentó una red de alfabetización mediática e 
informacional en México orientada a combatir la desinformación y el discurso de odio. 

Oportunidades para una democracia digital más sólida 

La tecnología digital ha ampliado el acceso a información pública. Portales de 
transparencia, bases de datos, transmisiones legislativas y archivos electrónicos permiten 
vigilar decisiones que antes eran difíciles de conocer. Sin embargo, la apertura debe 
orientarse a la utilidad. Publicar contratos en formatos ilegibles o bases incompletas no 
garantiza rendición de cuentas. Una oportunidad consiste en diseñar información desde las 
necesidades ciudadanas, ofrecer buscadores funcionales, explicar términos y permitir 
descargas reutilizables. 

La participación digital puede complementar los mecanismos presenciales. Consultas, 
presupuestos participativos, foros y plataformas de propuestas permiten involucrar a 
personas que enfrentan barreras de tiempo, distancia o movilidad. Estas herramientas 
deben evitar la exclusión de quienes carecen de conexión y proteger los datos personales. 
También necesitan mostrar qué ocurrió con las aportaciones. Una consulta sin respuesta 
puede aumentar el desencanto. La participación significativa requiere reglas, 
retroalimentación y conexión con decisiones reales. 

La colaboración entre ciudadanía y especialistas puede generar proyectos de conocimiento 
abierto. Comunidades pueden mapear problemas, monitorear servicios, documentar 
patrimonio y verificar información local. Estas iniciativas fortalecen capacidades y crean 
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relaciones de confianza. En lugar de considerar a la ciudadanía únicamente como receptora 
de información, la reconoce como productora de evidencia. Los procesos deben incluir 
protocolos de calidad, seguridad y protección de datos. 

Las plataformas pueden rediseñar elementos que favorecen la difusión impulsiva. Avisos 
antes de compartir contenido no leído, información contextual, límites al reenvío masivo y 
reducción de incentivos económicos para sitios engañosos son medidas posibles. Las 
intervenciones deben evaluarse para evitar efectos no previstos. El objetivo no es impedir 
la conversación, sino introducir fricciones razonables cuando una acción puede amplificar 
daños. 

La transparencia algorítmica no exige necesariamente revelar cada línea de código. Puede 
consistir en explicar objetivos, variables relevantes, mecanismos de recomendación y 
resultados de auditorías. Investigadores independientes necesitan acceso seguro a datos 
para evaluar efectos sociales. Sin evidencia, el debate sobre plataformas depende de 
declaraciones empresariales o anécdotas. La rendición de cuentas requiere indicadores 
comparables y protección de privacidad. 

La competencia económica también forma parte de la agenda. La concentración de 
infraestructura, publicidad y datos en pocas empresas puede reducir diversidad y capacidad 
de negociación de medios y usuarios. Las políticas de competencia, interoperabilidad y 
portabilidad pueden disminuir dependencias. Un ecosistema plural es más resistente 
porque ningún actor controla completamente la circulación de información. 

El diseño ético de inteligencia artificial ofrece oportunidades adicionales. Los sistemas 
pueden señalar inconsistencias, identificar imágenes reutilizadas, apoyar la traducción y 
resumir documentos extensos. Sin embargo, deben mostrar fuentes y niveles de confianza. 
Una respuesta automatizada que inventa datos puede agravar la posverdad. La evaluación 
independiente y la supervisión humana son indispensables, especialmente en asuntos 
públicos. 

Las instituciones pueden crear unidades de respuesta rápida a rumores sin adoptar 
funciones de censura. Estas unidades deben publicar evidencia, mantener archivos de 
aclaraciones y trabajar con medios y comunidades. Su credibilidad dependerá de aplicar 
criterios uniformes y reconocer errores propios. La comunicación preventiva es preferible a 
la reacción tardía. 

El periodismo puede desarrollar formatos más cercanos sin abandonar rigor. Videos breves, 
pódcast, gráficos y conversaciones con audiencias pueden explicar procesos complejos. La 
innovación no debe entenderse como simplificación extrema. El desafío es combinar 
claridad con contexto y utilizar las plataformas sin quedar completamente subordinado a 
sus métricas. 

La sociedad civil puede actuar como puente entre instituciones y comunidades. 
Organizaciones especializadas pueden desarrollar observatorios, capacitaciones y 
proyectos de verificación. Su independencia requiere transparencia financiera y 
metodológica. La pluralidad de iniciativas disminuye el riesgo de que una sola institución 
monopolice la definición de verdad. 
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Hacia una ética ciudadana de la información 

La democracia en la era de la posverdad requiere una ética cotidiana. Cada persona 
participa en el ecosistema cuando comenta, comparte, crea o guarda silencio. La 
responsabilidad no significa vivir en sospecha permanente ni investigar exhaustivamente 
cada mensaje. Implica ajustar el esfuerzo de verificación a la gravedad de la afirmación. Un 
contenido que acusa a alguien de un delito, anuncia un peligro o intenta afectar una decisión 
pública merece mayor cuidado que una conversación informal. 

La humildad intelectual es una virtud democrática. Reconocer los límites del propio 
conocimiento permite escuchar, preguntar y corregir. La seguridad absoluta puede ser 
atractiva, pero los problemas públicos suelen ser complejos. Decir “necesito revisar” 
protege mejor la conversación que responder de inmediato. La rapidez digital no debe 
convertirse en obligación de opinar sobre todo. 

Corregir públicamente un error contribuye a la integridad informativa. El temor a perder 
prestigio lleva a muchas personas e instituciones a mantener afirmaciones insostenibles. 
Sin embargo, la confianza puede aumentar cuando la corrección es clara. Admitir un error 
muestra que el compromiso principal es con la evidencia y no con la imagen personal. 

La empatía también es necesaria. Quien comparte información falsa puede actuar desde 
una preocupación legítima. Atacar su inteligencia fortalece defensas. Una corrección 
efectiva reconoce la emoción y ofrece una salida digna: “entiendo por qué esto preocupa; 
revisé la fuente y encontré estos datos”. La firmeza sobre los hechos puede coexistir con 
respeto hacia las personas. 

La responsabilidad aumenta con el alcance. Una institución, medio o creador con miles de 
seguidores tiene mayor capacidad de causar daño y, por tanto, mayores obligaciones. Debe 
verificar, corregir y transparentar intereses. La popularidad no sustituye la responsabilidad 
editorial. Las audiencias pueden exigir estándares sin negar el valor de formatos 
innovadores. 

La ciudadanía informativa también implica apoyar fuentes confiables. Si la sociedad exige 
periodismo profesional pero no contribuye a su sostenibilidad, el espacio será ocupado por 
modelos más rentables y menos rigurosos. Suscripciones, donaciones, difusión 
responsable y participación comunitaria son formas de fortalecer bienes informativos 
comunes. 

Reflexión final 

La democracia siempre ha enfrentado mentiras, rumores y propaganda. Lo nuevo de la era 
de la posverdad no es la existencia del engaño, sino su integración en una arquitectura 
tecnológica capaz de medir emociones, personalizar mensajes y distribuir contenidos a 
escala extraordinaria. Esta transformación coincide con una crisis de confianza, 
desigualdades persistentes y debilitamiento de intermediarios informativos. La posverdad 
no puede explicarse mediante una única causa ni resolverse con una sola herramienta. 

La amenaza principal no es que toda la ciudadanía termine creyendo la misma falsedad. 
Es que la sociedad pierda la confianza en la posibilidad de conocer, que cada grupo se 
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encierre en su propia realidad y que el cansancio sustituya la participación. Cuando 
cualquier evidencia puede descartarse como manipulación y cualquier crítica puede 
presentarse como ataque, la rendición de cuentas se vuelve frágil. El poder actúa con 
menos límites cuando la ciudadanía no puede establecer qué ocurrió. 

Sin embargo, el diagnóstico no debe conducir al pesimismo. Las personas conservan 
capacidad de juicio, cooperación y aprendizaje. La investigación muestra que la exposición 
a desinformación no es uniforme y que muchas personas buscan fuentes confiables. Las 
comunidades pueden desarrollar normas de responsabilidad; los medios pueden innovar; 
las instituciones pueden comunicar mejor; las plataformas pueden modificar incentivos. La 
democracia no está condenada por la tecnología, pero necesita gobernarla. 

La solución no consiste en regresar a un pasado idealizado. Los antiguos sistemas 
informativos también excluían voces y concentraban poder. El objetivo es conservar la 
apertura digital y corregir sus desequilibrios. Una esfera pública más democrática debe 
combinar libertad de expresión, pluralidad, transparencia, privacidad y responsabilidad. 
Ninguno de estos valores puede protegerse de forma aislada. 

El Estado tiene obligaciones importantes, pero no debe convertirse en árbitro absoluto de 
la verdad. Puede garantizar acceso a información, regular publicidad, proteger datos, 
fomentar alfabetización y exigir transparencia a plataformas. Sus decisiones deben estar 
sujetas a controles, revisión y debate. Las medidas extraordinarias contra la desinformación 
pueden transformarse en instrumentos de censura si no se delimitan. 

Las empresas digitales también deben asumir que sus productos afectan derechos y 
procesos democráticos. No basta con presentarse como intermediarias neutrales cuando 
sus sistemas seleccionan, ordenan y recomiendan contenidos. La responsabilidad incluye 
evaluar riesgos, permitir auditorías, proteger a las personas y ofrecer mecanismos de 
apelación. La innovación debe medirse no solo por crecimiento, sino por sus consecuencias 
sociales. 

Los medios y creadores tienen la oportunidad de reconstruir confianza mediante 
transparencia y cercanía. Explicar cómo se obtuvo una información, reconocer 
incertidumbre y corregir errores puede ser más valioso que proyectar una imagen de 
perfección. La credibilidad del futuro será menos jerárquica y dependerá más de métodos 
visibles. 

La educación es la inversión de mayor alcance. Una ciudadanía alfabetizada no será 
inmune a todo engaño, pero estará mejor preparada para reconocer técnicas, controlar 
impulsos y participar responsablemente. Esta formación debe combinar pensamiento 
crítico, comprensión tecnológica, interpretación estadística y habilidades emocionales. No 
es una materia adicional, sino una capacidad transversal para la vida democrática. 

En México, la expansión de internet convierte este desafío en una prioridad nacional. La 
conectividad puede acercar servicios, ampliar voces y fortalecer comunidades, pero sus 
beneficios democráticos dependen de condiciones de acceso, seguridad y formación. Las 
diferencias territoriales requieren soluciones adaptadas. La integridad informativa debe 
construirse desde escuelas, municipios, medios locales, universidades y organizaciones 
comunitarias, además de las instituciones nacionales. 
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La verdad democrática no es una doctrina impuesta. Es una práctica colectiva de búsqueda, 
comprobación, discusión y corrección. Requiere archivos, periodistas, científicos, 
autoridades transparentes y ciudadanía crítica. También necesita la posibilidad de disentir 
sin destruir el terreno común. Defender la verdad no significa eliminar la pluralidad, sino 
proteger las condiciones que permiten que la pluralidad produzca aprendizaje en lugar de 
confusión. 

La era de la posverdad obliga a renovar la democracia. Frente a la velocidad, propone 
reflexión; frente a la manipulación, transparencia; frente al cinismo, participación; frente a 
la polarización, diálogo; frente a la certeza absoluta, humildad. Estas respuestas pueden 
parecer más lentas que una campaña de desinformación, pero poseen una fuerza que la 
mentira no puede reproducir: la capacidad de construir confianza mediante procedimientos 
abiertos. 

El futuro democrático dependerá de decisiones institucionales y tecnológicas, pero también 
de gestos cotidianos. Verificar antes de compartir, escuchar antes de descalificar, corregir 
antes de justificar y preguntar antes de asumir son actos pequeños que sostienen el espacio 
común. La democracia no se preserva únicamente en las urnas o en las leyes. Se preserva 
cada vez que una sociedad decide que sus desacuerdos deben resolverse con información, 
razones, respeto y responsabilidad. 
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